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ASUNTO:
TÉRMINOS PARA LA RESOLUCIÓN DE DERECHOS DE PETICIÓN Y RECURSOS EN LA VÍA GUBERNATIVA
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos:
En atención a las disposiciones legales que determinan los términos para resolver los derechos de petición y con el doble fin de prevenir irregularidades de tipo disciplinario por la inobservancia de estos términos, y de garantizar la eficacia de la Entidad en relación con el cumplimiento de las disposiciones legales, se procede a dar las siguientes instrucciones jurídicas conforme al Manual de Procedimientos:

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política, toda persona tiene el derecho fundamental de presentar solicitudes ante las autoridades públicas y de obtener de ellos una pronta respuesta, sin que el respectivo procedimiento administrativo sea sometido a dilaciones injustificadas.

El Código Contencioso Administrativo, en desarrollo de la norma mencionada, y más concretamente el Manual de Derechos de Petición del IDU, consagran las formas y procedimientos que revisten las peticiones que se hacen ante las autoridades administrativas, así:

1. Derecho de petición en interés general, para solicitar a la autoridad pronunciamientos sobre aspectos que afectan a toda la comunidad, con fundamento justamente en la necesidad de protección del bien común y el interés general.

2. Derecho de petición en interés particular, para elevar ante las autoridades reclamaciones individuales que buscan el reconocimiento, por parte de la administración o del Estado, de un derecho subjetivo.

3. Derecho de petición de información y de documentos, para solicitar y obtener acceso a la información sobre la acción de las autoridades y, en particular, para que se expida copia de sus documentos.

4. Derecho de petición de consulta, para que las entidades públicas se pronuncien jurídica y técnicamente sobre las materias a su cargo.

El mismo Código ha establecido los términos para dar respuesta a cada una de estas solicitudes, disponiendo los siguientes plazos máximos:

· Quince (15) días para contestar los derechos de petición en interés general o particular.

· Diez (10) días para contestar peticiones de información y de documentos.

· Treinta (30) días para contestar consultas. 

Por su parte, los artículos 40 y 60 del Código Contencioso Administrativo y el numeral 16 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, establecen cuál es la consecuencia jurídica de la no respuesta de las peticiones y de los recursos interpuestos en la vía gubernativa, disponiendo que será la configuración del silencio administrativo procesal, respecto de las primeras, o sustancial, respecto de los segundos, en los siguientes términos:

· Transcurrido un plazo de tres (3) meses contados a partir de la presentación de una petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá que ésta es negativa.

· Transcurrido un plazo de dos (2) meses contado a partir de la interposición de los recursos de reposición o apelación sin que se haya notificado decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa.

· En las solicitudes que se presenten en el curso de la ejecución del contrato, si la entidad estatal no se pronuncia dentro del término de tres (3) meses siguientes, se entenderá que la decisión es favorable a las pretensiones del solicitante en virtud del silencio administrativo positivo, esto, sin perjuicio de los demás casos en los que la ley ha definido expresamente la aplicación de este tipo de silencio administrativo para materias y casos concretos.

En relación con la configuración del silencio administrativo positivo en materia de contratación pública, es necesario hacer las siguientes precisiones:

La persona que se hallare en las condiciones previstas en las disposiciones legales que establecen el beneficio del silencio administrativo positivo, protocolizará la constancia o copia de la petición efectuada ante la administración, junto con su declaración jurada de no haberle sido notificada una decisión dentro del término previsto. La escritura pública que nazca de esta protocolización ante notaría producirá todos los efectos legales de la decisión favorable que se pidió, y es deber de todas las personas y autoridades reconocerla como tal (artículo 42 del C.C.A.).

Sin embargo, han surgido un sin número de controversias entre esta Entidad y sus contratistas, debido a que se han protocolizado mediante escritura pública, aparentes silencios administrativos positivos, que han servido de fundamento para que estos contratistas reclamen compensaciones económicas en su favor. Es el caso, por ejemplo, de las peticiones de restablecimiento del equilibrio económico del contrato, que posteriormente pretenden hacer efectivas, cobrando al Instituto el valor peticionado. Al respecto la jurisprudencia ha sido tajante en afirmar que el silencio administrativo en materia de contratación no constituye un medio para hacer reconocimientos económicos al contratista, ni puede en ningún caso gravar el presupuesto de la entidad pública: 

“…cuando la petición, como en este caso, refiriera o versara sobre el restablecimiento financiero del contrato o para el pago de una suma de dinero o de otros pagos a los que él cree tener derecho etc., tampoco la omisión de respuesta constituiría silencio administrativo positivo, y mucho menos la omisión configuraría título ejecutivo. 

No es título ejecutivo la omisión de responder de la Administración Contratante. Ello tiene su causa en la ley. 

El Código de Procedimiento Civil dispone, claramente, que sólo es título ejecutivo la obligación clara, expresa y exigible que se contiene en un documento, cuando el título es simple, o en varios documentos, cuando es complejo (art. 488). 

La no respuesta Administrativa no crea ni establece, una obligación clara, expresa y exigible. Y no puede hacerlo, porque como ya se precisó, porque  el silencio no es fuente de obligaciones y, además, cuando ocurre -verdaderamente- con los requisitos descritos antes, sólo autoriza, habilita o reconoce derechos preexistentes del contratista y por tanto la fuente obligacional está en estos derechos y no en la omisión en responder, aunque se haya protocolizado ante notario.

La mera escritura de protocolización del alegado “silencio” -apariencia formal- no configura la real existencia de éste” (se resalta). 

Teniendo en cuenta que la falta de resolución o la resolución tardía son formas de violación del derecho de petición, y por lo mismo, la Ley 734 de 2002 establece como causal de falta disciplinaria la desatención a los términos señalados
, le solicito a las dependencias de esta Entidad a prestar especial atención a las peticiones y a los recursos que se eleven al IDU, respondiéndolos en los términos perentorios que dispone la ley.

La respuesta oportuna evitará que se interpongan acciones de tutela, que se configuren silencios administrativos y, consecuencialmente, que funcionarios del IDU se vean investigados y sancionados por la omisión o el retardo en responder las solicitudes o los recursos que los particulares eleven.

Con el anterior propósito, las distintas dependencias deberán tener en cuenta conforme al Manual de Derechos de Petición del IDU lo siguiente:

· Una vez se ha hecho la recepción de la solicitud, se deberá hacer el reparto del asunto de manera inmediata.

· Si la dependencia que recibe la solicitud no es la competente para pronunciarse sobre la misma, de forma inmediata se deberá remitirla a la competente, dejando constancia tanto de la fecha y hora de recibo, como de la fecha y hora de la entrega y del traslado, y además informando al peticionario sobre el traslado del asunto y señalando el Despacho al que se emitió.
· Tan pronto se reciba la petición, se sugiere a la Oficina de Correspondencia deberá imprimirle al documento el sello de “URGENTE”, señalando la naturaleza de la petición y el término en que debe responderse, de acuerdo con anteriormente expuesto, v.gr. “DERECHO DE PETICIÓN DE INFORMACIÓN. TÉRMINO PARA RESPONDER: 10 DÍAS”.

· Si la dependencia a la que corresponde dar respuesta, estima que en razón del contenido de la petición, el término legal señalado es insuficiente para dar respuesta, tan pronto como lo detecte, y antes del vencimiento del término legal, deberá informarle al peticionario la fecha en la que le dará respuesta a la petición y la justificación de esta circunstancia. 

Como quiera que el Manual de Derechos de Petición establece en su numeral 4.2 el Control al trámite de derechos de petición, nos permitimos reiterar el deber de que en cada dependencia exista un funcionario delegado, quien será responsable de asegurar que todas las respuestas de su área sean emitidas oportunamente. 

De la misma forma, hacemos alusión al deber contenido en el numeral 4.1 del mismo Manual aludido, en el sentido de que “…Ningún derecho de petición debe ser atendido superando los términos establecidos para ello. Los funcionarios deben estar en capacidad de determinar desde el momento de su recepción si no es posible la atención al requerimiento en los tiempos establecidos, por ejemplo, por:
· Requerir conceptos de otras entidades.

· Requerir de práctica de pruebas, estudios, cálculos, análisis, investigaciones, etc.
· Requerir de información no disponible o no existente en el momento.

Por tanto, este tipo de respuestas deben ser priorizadas, justificando plenamente las causas por las cuales no es posible atender el requerimiento de manera inmediata e informando al peticionario el momento en que será atendida íntegramente la solicitud”.
Cordialmente, 

INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal       

Proyectó: Carlos Alfonso Guecha
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CC
Liliana Pardo Gaona

Directora General


Ana María Ospina Valencia
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� Artículo 50. Faltas Graves y Leves. Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley.


Artículo 35. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: (…)


8) Omitir, retardar o no suministrar debida y oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares o a solicitudes de las autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien corresponda su conocimiento.


Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: 


5) Dar lugar a la configuración del silencio administrativo positivo.
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